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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 
 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN EN LO CIVIL 
 

Medellín, veinticinco de abril de dos mil veintidós  

 

Tipo de pretensión:  Responsabilidad civil médica    
Procedencia:   Juzgado Noveno Civil del Circuito de Medellín  
Demandante:  Cecilia Janeth Valencia Murillo y otros.  
Demandados: SALUDCOOP EPS –En liquidación- y otros.  

Radicado:         05001 31 03 009 2018 00525 01 
Asunto:   Confirma decisión de primera instancia 

 

 

OBJETO 

 

La Sala resolverá el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la 

parte demandante frente a la sentencia de fecha 30 de septiembre de 2021, 

proferida por el Juzgado Noveno Civil del Circuito de Medellín, en el asunto 

de la referencia.  

 

ANTECEDENTES 

  

La demanda (C. primera instancia, arch. 01 c.1 fls. 330 y s.s.):  

 

Fausto Valencia Pandales y otros familiares de la fallecida Inés Murillo de 

Valencia demandaron a Saludcoop E.P.S. – en liquidación-, los médicos 

cirujanos Elner Alberto Duque Ochoa y Diego Alberto Palacio Correal y la 

Corporación I.P.S.  Saludcoop ANTIOQUIA –Clínica ESIMED Juan Luís 

Londoño de la Cuesta-. Posteriormente, el demandante desistiría de las 

pretensiones frente a ésta parte –cfr. C. p.i., arch. 02  fl. 505-  

 



2 
05001 31 03 009 2018 00525 01 
MP. Martín Agudelo Ramírez  

Como fundamentos de hecho de la pretensión se afirma lo siguiente:  

 

- La señora Inés Murillo de Valencia, afiliada a Saludcoop E.P.S., se 

internó en la I.P.S Saludcoop el 17 de septiembre de 2008 para la 

corrección quirúrgica de una hernia diafragmática y reflujo 

gastroesofágico. El procedimiento se realizó el 18 de septiembre del 

mismo año, por los médicos cirujanos Ernel Alberto Duque Ochoa y 

Diego Alberto Palacio Correa.  

 

- Se afirma que el 19 de septiembre la paciente se quejó de dolor en el 

área de la cirugía. El 21 de ese mes presentó disfagia y regurgitación a 

pesar de la dieta líquida. En días siguientes continúa la intolerancia oral, 

disfagia, deshidratación y aliento cetácico.  Requiere sonda 

nasogástrica. El dolor continúa. Se le practica endoscopia y se 

programa una nueva cirugía para el 25 de septiembre de 2018. 

 

- El 25 de septiembre el diagnóstico operatorio es una peritonitis 

secundaria purulenta y hernia para-esofágica estrangulada y perforada, 

medianitis química, POP antireflujo.  

 

Se le practica una laparotomía exploradora, reducción de la hernia 

para-esofágica, gastrectomía, drenaje de la peritonitis y mediastinitis, 

dren en medistino, cierre de defecto herniario, laparostomía con bolsa 

de Viaflex.  

 

Lo que se halla en la intervención es una gran hernia para-esofágica 

con compromiso de cuerpo y fundus gástrico, estómago perforado, 

peritonitis química hacia saco herniario mediastinal, liquido peritoneal 

turbio.  Se ingresa a la unidad de cuidados intensivos a las 21.46. 

 

- Las complicaciones persisten y la señora Inés Murillo de Valencia 

muere el 11 de octubre de 2008. 
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La parte demandante afirma que las complicaciones posteriores a la 

intervención quirúrgica del 17 de septiembre de 2018, se causaron en “un error 

técnico” durante el procedimiento, que se “tradujo en daño físico, al momento de la 

perforación gástrica”. Lo que a su vez produjo la peritonitis y a las demás 

complicaciones que finalmente llevaron a la muerte de Murillo de Valencia.  

 

Los demandantes reclaman perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales, en 

ejercicio de la “acción” hereditaria y como víctimas directas afectadas por la 

muerte de Murillo Valencia (cfr. fls. 351 y s.s. arch. 02).  

 

 

La contestación de Saludcoop EPS en Liquidación (cfr. fls 414 y s.s. 

arch 2.) 

 

La demandada se opuso a las pretensiones alegando lo siguiente:  

 

-  Se alega falta de legitimación en la causa, señalando que el daño que 

alegan los demandantes lo causaron los médicos y la IPS, en realización 

de actividades que están por fuera del control de la EPS. 

- Se alega que la muerte de Murillo Valencia se originó en sus patologías 

y no un error médico o administrativo imputable a la EPS.  

- Se alega que la EPS cumplió con las obligaciones contractuales a su 

cargo.  

- Se alega que no existe solidaridad entre la EPS y la IPS o los médicos 

tratantes.  

- Se afirma que existe una tasación excesiva de los perjuicios.  

- Se alega la prescripción extintiva: la cirugía se realizó el 17 de 

septiembre de 2008 y la solicitud de conciliación extrajudicial se 

presentó el 9 de octubre de 2018, más de diez años después.  

 

La contestación de Ernel Alberto Duque (cfr. fls. 457 y s.s. arch. 2).  
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El demandado se opuso a las pretensiones de la demanda.   

 

El médico reconoce que participó en la cirugía de corrección de hernia hiatal 

y cirugía antireflujo tipo nissen, que se practicó a la señora Murillo Valencia 

el 18 de septiembre de 2008. Sin embargo, con base en la historia clínica 

aportada por la parte demandante, se señala que tal cirugía estaba 

“plenamente indicada” y se practicó de manera adecuada -“prudente, perita, 

diligente y siguiendo los protocolos”-, por dos especialistas en cirugía general. 

Se afirma que durante la cirugía no se presentaron complicaciones.  

 

Conforme a las notas médicas en la historia clínica, se reconoce que en los 

días que siguieron a la intervención de la señora Murillo Valencia ésta 

presentó dolor, disfagia y regurgitación. Sin embargo, se alega que ello fue 

una consecuencia normal y esperada de la intervención quirúrgica. 

  

Se alega que hasta el 22 de septiembre de 2008, la paciente se encontraba 

“evolucionando normal, estable hemodinámicamente, sin fiebre y estaba 

hidratada”. El 25 de septiembre se realizó una radiografía EED (esófago, 

estómago y duodeno), dada la intolerancia de la paciente a la dieta líquida. El 

resultado permitió definir la práctica de la laparotomía exploratoria. 

 

Como resultado de los exámenes se halló que la hernia hiatal que se le había 

operado reapareció -hernia recidiva-, se estranguló y se perforó. Se afirma que 

esto puede ocurrir en atención a las condiciones de la paciente, más no se 

debe a un actuar culposo de los médicos tratantes. Aunque se considera que 

no es posible afirmar con exactitud cuándo se perforó y estranguló la hernia, 

lo cierto es que entre el 18 y el 22 de septiembre la paciente presentaba una 

evolución normal, como se constata en la historia clínica.  

 

Se alega que no existe ninguna prueba que indique -como se sugiere en la 

demanda- que durante la cirugía del 18 de septiembre se haya presentado la 

perforación del estómago. Por el contrario, la historia clínica señala que no se 
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presentaron complicaciones. De haber ocurrido lo sugerido por el 

demandante, entonces los síntomas se habrían presentado inmediatamente 

después de la operación y no cuatro días después.  

 

Tampoco existirían pruebas de que durante la cirugía del 18 de septiembre se 

hubieren presentado “graves fallas a nivel técnico”. Se alega falta absoluta de 

evidencia y temeridad del demandante.  

 

Con base en las anteriores alegaciones, el demandado propone las 

excepciones de “ausencia de culpa”, “falta de nexo causal”, “falta de 

legitimación en la causa por pasiva”. Así mismo, solicita que se valore la 

conducta procesal del demandante, quien alega hechos de manera temeraria 

y sin fundamentos probatorios, como que la perforación del estómago se 

presentó durante la cirugía.  

 

La contestación de Diego Alberto Palacio Correa (C. 1ª inst. arch. 2 fl. 

495):  

 

El demandado se opuso a las pretensiones de la demanda.  

 

Sobre los fundamentos de hecho, el médico reconoció haber participado 

como cirujano en la intervención de la señora Murillo de Valencia, pero negó 

que la complicación que la llevó a la muerte haya tenido su origen en una 

culpa médica. Se alega que la conducta médica se adecuó a la lex artis y por 

tanto no hay un daño que sea imputable al demandado.  

 

Además, se propuso la excepción de “caducidad”. La muerte de la señora 

Murillo de Valencia ocurrió 11 de octubre de 2008. El término de 

prescripción se suspendió con la solicitud de conciliación extrajudicial el 9 de 

octubre de 2018, faltando dos días para que operara la caducidad. El término 

reanudó con el acta de no conciliación, que se expidió el 1 de noviembre de 
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2018. Según el opositor la caducidad operó el 3 de noviembre. Sin embargo, 

la demanda sólo se presentó hasta el 16.  

 

La sentencia de primera instancia (cfr. audiencias y acta, C. 1ª inst. 

arch. 56). 

 

En la sentencia de primera instancia se desestimaron las pretensiones.  

 

Valorando la historia clínica y los tres dictámenes periciales que se 

presentaron y sustentaron en el proceso, se concluyó que no se evidenció una 

culpa médica ni en la práctica de la cirugía ni en el postoperatorio. Por el 

contrario, la prueba indicaría que la muerte de la señora Murillo de Valencia 

se presentó en razón de su patología –reaparición de la hernia hiatal, 

estrangulación de la misma, perforación del estómago y peritonitis-, a pesar 

de la atención adecuada y oportuna que recibió por parte de los médicos 

tratantes.  

 

La apelación de la parte demandante (cfr. sustentación C. 2ª inst. arch 

05).  

 

El apoderado de los demandantes apeló la sentencia y presentó reparos en 

audiencia. Ante esta instancia sustentó así su recurso:  

 

El demandante considera que la juez de primera instancia valoró 

indebidamente la historia clínica de Murillo de Valencia y el dictamen pericial 

presentado con la demanda por el médico Luis Gustavo Ríos Noreña. Por 

otro lado, se alega que se dio un peso indebido a las demás experticias 

valoradas, pues se incurrió en “falsos raciocinios” y “errores lógicos”.  

 

Por un lado, el apelante insiste que a partir del dictamen presentado con la 

demanda es posible concluir que los médicos cirujanos incurrieron en una 

mala praxis médica, pues cometieron errores al momento de practicar la 
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cirugía. Con base en el dictamen, se afirma que los cirujanos habrían dejado 

“mal suturada la herida abdominal-incisión” y le habrían perforado el 

estómago.  

 

Además, se alegó que a partir del análisis de la historia clínica es posible 

concluir que los médicos no atendieron oportunamente los síntomas de 

alarma del posoperatorio –dolores intensos en el abdomen, disfagia, 

regurgitación e intolerancia a la dieta líquida-, pues estos se presentaron desde 

el día después de la cirugía -19 de septiembre- y la cirugía para intervenir las 

complicaciones sólo se realizó hasta el 25 de septiembre. 

 

Se cuestiona que se haya restado credibilidad al dictamen presentado con la 

demanda por el hecho de que el perito no fuera especialista. Se alega que el 

título de pregrado del perito es “Médico y Cirujano”, lo que lo habilita para 

conceptuar en asuntos como éste.  

 

Asimismo, se afirma que se incurrió en un “error lógico” al concluir, con base 

en las otras dos experticias y las declaraciones de los médicos tratantes, que 

la reaparición de la hernia hiatal no tiene una causa directa en la primera 

cirugía.  

 

También se cuestiona que la juez se apartara del dictamen presentado con la 

demanda, para sacar sus propias conclusiones sobre la ausencia de culpa 

médica, sin estar capacitada técnicamente para el efecto. Se alega que si ésta 

debió despejar sus dudas sobre la culpa interrogando adecuadamente al perito 

llevado por el demandante.   

 

Las alegaciones de la apoderada de Ernel Alberto Duque y del 

apoderado de Diego Alberto Palacio (cfr. alegaciones C. 2ª inst. arch 

12): 
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Se solicitó que se confirmara la decisión de primera instancia con base en las 

siguientes alegaciones:  

 

- Se solicita que se declare desierto el recurso de apelación, alegando que 

el recurso no se sustentó en debida forma, pues el apelante se limitó a 

realizar apreciaciones vagas, ambiguas y sin fundamento frente a la 

sentencia se primera instancia.  

- Se insiste en la configuración de la prescripción.  

- Se alega que no hay pruebas que evidencien el incumplimiento de las 

obligaciones de medio a carga de los médicos.  

- Se niega que la muerte de la señora Murillo de Valencia se haya causado 

en una culpa imputable a los médicos; se alega que esta afirmación de 

la parte demandante carece de prueba.  

- Sobre el dictamen pericial presentado por los demandantes y las 

valoraciones que de él hace su apoderado, se alega que no puede darse 

el mismo valor a la peritación de un médico general que a al concepto 

de los especialistas. Se afirma que el médico general no tiene la 

idoneidad para rendir estos dictámenes que son competencia de los 

cirujanos. Se alega además que el dictamen de los demandantes no fue 

claro ni preciso; que en la audiencia no se sustentaron adecuadamente 

las declaraciones del informe escrito.  

- Se afirma que la sana valoración de la historia clínica excluye una culpa 

médica en la cirugía o en el postoperatorio. La muerte de la señora 

Murillo de Valencia habría ocurrido por la reaparición de la hernia 

hiatal en sus deterioradas condiciones de salud, a pesar de la atención 

médica que fue la adecuada.   

- Se alega que esta conclusión es respaldada por el dictamen pericial 

presentado por la parte demandada, del médico cirujano Harry Abadía 

y el testimonio de del médico cirujano Jamil Vallejo, tratante de la 

paciente.  
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CONSIDERACIONES 

 

Cuestiones preliminares: 

 

La parte no apelante alega ante la segunda instancia dos cuestiones que se 

resolverán sucintamente antes de abordar propiamente el problema del 

recurso planteado por la parte apelante.   

 

1. Por un lado, aunque los demandados reconocen que la parte actora 

presentó formalmente el recurso de apelación y lo sustentó, alegan que 

el contenido de esa sustentación es vago, ambiguo y carente de 

fundamento argumentativo o probatorio. Por tanto, consideran que no 

hay lugar a un pronunciamiento de fondo.  

 

Conforme a los artículos 320 y s.s. del CGP, la Sala advierte que la 

carga de sustentación del recurso de apelación se cumple cuando el 

demandante expresa de una manera inteligible las razones concretas, 

fácticas (relativas a la interpretación de la prueba) o jurídicas (relativas 

a la interpretación del derecho), por las cuales considera que debe 

revocarse o modificarse la decisión de primera instancia.  

 

Con el fin de preservar el derecho de contradicción en la mayor medida 

de los posible, que incluye el derecho a la segunda instancia, debe 

verificarse sólo una carga mínima de inteligibilidad, concreción y 

seriedad en los argumentos de la apelación. Esta inteligibilidad supone 

su comprensión para efectos de ejercer la contradicción por la parte 

no apelante y para expedir una decisión de fondo por el juez de 

segunda instancia. Se trata de verificar que tales argumentos se refieran 

a la providencia apelada y que puedan comprenderse.  

 

Por tanto, el juez sólo está facultado para declarar desierto el recurso 

cuando éste no se sustenta en absoluto dentro de los términos legales, 
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cuando la sustentación no tiene ninguna relación con la providencia 

que se impugna, cuando no se refiere concretamente a sus elementos, 

o cuando la sustentación carece completamente de sentido.  

 

Por otro lado, la calidad, solidez o correspondencia de los argumentos 

de la apelación con las pruebas del proceso o con el derecho aplicable 

al caso, su vocación para justificar una revocación o modificación de 

la decisión de primera instancia, son puntos que deben evaluarse y 

definirse al resolver de fondo el recurso y no al momento de decidir 

sobre su admisibilidad, cercenando la contradicción.  

 

En este caso es claro que el recurrente cuestiona la valoración 

probatoria que realizó la juez de primera instancia: frente a la historia 

clínica, el peso que se dio al dictamen pericial presentado con la 

demanda y el peso que se dio al dictamen presentado por la parte 

demandada. A su juicio, la prueba evidencia una mala praxis médica en 

la cirugía y una inadecuada atención en el posoperatorio, que habría 

incidido en la muerte de la señora Murillo de Valencia.  

 

En consecuencia, como la sustentación se presentó en término y en 

ella se cumple con la carga mínima de formular reparos concretos e 

inteligibles frente a la valoración probatoria de la juez de primera 

instancia, es deber de esta Sala revisar la decisión, valorar la prueba y 

pronunciarse de fondo como juez de segunda instancia.  

 

2. Por otro lado, los demandados alegan que se configuró la prescripción 

del derecho a reclamar la indemnización que pretenden los 

demandantes. Si ese fuera el caso, como ha reconocido esta Sala en 

otras decisiones, sería improcedente -por irrelevante-, definir si se 

configuró la culpa médica que alega la parte demandante en su 

apelación, pues aún en caso de que se hubiera probado ese supuesto 
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fáctico, se habría extinguido el derecho a reclamar la indemnización 

por el fenómeno prescriptivo.  

 

Sin embargo, ese no es el caso en este asunto.  

 

La señora Murillo de Valencia falleció el 11 de octubre de 2008. Esa es 

la fecha que marca el inicio del cómputo, a partir del día siguiente. La 

solicitud de conciliación se presentó el 9 de octubre de 2018 (cfr. c. 1ª 

inst. arch. 1 fl. 276), es decir, faltando tres días para que se configurara 

la prescripción extraordinaria de diez años. La constancia de no 

comparecencia del representante de ESIMED y del agente liquidador 

de SALUDCOP EPS se expidió el viernes 9 de noviembre de 2018 

(cfr. fl. 274 ibídem). El lunes 12 de ese mes fue festivo. La demanda se 

presentó el miércoles 14, como puede verificarse en el sello de la 

oficina de apoyo judicial (cfr. c. 1ª inst. arch.2 fl. 379). Es decir, en el 

segundo día hábil después de la reanudación del término. En 

consecuencia, la demanda se presentó e interrumpió la prescripción un 

día antes de su configuración.  

 

Lo cómputos que hacen los demandados son erróneos porque toman 

la fecha de la audiencia de conciliación -1 de noviembre de 2018- para 

computar la suspensión, en lugar de la fecha de expedición de la 

constancia -9 de noviembre- desconociendo la regulación especial para 

este supuesto del artículo 21 de la Ley 640-. Asimismo, toman la fecha 

de reparto de la demanda como fecha de la interrupción civil -16 

noviembre -, en lugar de la fecha de su presentación -14 de noviembre-

, que es precisamente el supuesto legal.   

 

En consecuencia, la parte apelante tiene el derecho a que sus reparos frente a 

la sentencia de primera instancia que desestimó las pretensiones sean 

considerados y decididos de fondo ante este Tribunal. 

 



12 
05001 31 03 009 2018 00525 01 
MP. Martín Agudelo Ramírez  

 

Problema jurídico:  

 

Los cuestionamientos de la parte demandante frente a la sentencia de primera 

instancia se circunscriben a la valoración de la prueba. Se afirma que a partir 

de la sana apreciación de la historia clínica y del dictamen pericial que se 

acompañó a la demanda debe concluirse que la muerte de la señora Murillo 

de Valencia es imputable a una mala práctica médica de los demandados, 

tanto en la cirugía como en las etapas postoperatorias, al no identificarse 

oportunamente la complicación. Por otro lado, se cuestiona la experticia y el 

contenido de las declaraciones presentadas a instancias de los demandados 

con base en las cuales la juez desestimó las pretensiones, por considerarse que 

presentan fallas lógicas consistentes en conceptuar las complicaciones que 

llevaron a la muerte de Murillo de Valencia como un efecto que no tiene su 

causa directa en las malas prácticas médicas que se denuncian.  

 

Para resolver estos cuestionamientos se plantea la siguiente pregunta:  

 

¿Qué criterios debe considerar el juez para definir si existió culpa médica, 

cuando se presentan dictámenes periciales contradictorios sobre el 

particular? 

 

 

 

Fundamentos jurídicos: 

 

En los procesos de responsabilidad médica, el demandante que pretende una 

indemnización tiene la carga -art. 167 del CGP- de acreditar la culpa de los 

demandados, siguiendo la regla general de la responsabilidad civil establecida 

en los artículos 1604 y 2341 del C.C. 
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La culpa médica se diferencia de las tipologías de culpa del artículo 63 del 

Código Civil, en el sentido de que no se trata de definir si hubo un actuar 

razonable por parte del médico, contrastándolo con lo que el juez imagine 

que haría un “buen padre de familia” cuando administra negocios propios o 

ajenos. La medicina es una ciencia. Por tanto, su ejercicio debe ajustarse a los 

conocimientos científicos y técnicos de ese saber. Lo que la jurisprudencia 

llama lex artis ad hoc y que puede sintetizarse así: un médico incurre en culpa 

cuando actúa al margen de los cánones que la ciencia prescribe en el campo 

correspondiente a su especialidad. Según la Corte Suprema de Justicia:  

 

“…la imputación subjetiva de los galenos debe construirse comparando su proceder 

con el que habría desplegado un colega de su especialidad, con un nivel 

promedio de diligencia, conocimientos, habilidades, experiencia, etc., en caso de 

haberse enfrentado, hipotéticamente, al cuadro clínico del paciente afectado. Esto 

explica la referencia a una lex artis ad hoc, que no es otra cosa que evaluar la 

adecuación de las actividades del personal de salud de cara a la problemática 

específica de cada persona sometida a tratamiento, observando variables como su 

edad, comorbilidades, diagnóstico, entre otras que puedan identificarse para cada 

evento concreto”. SC-4425 de 2021 (2017-00267-01).  

 

  

Con base en lo anterior puede precisarse la carga argumentativa y probatoria 

que corresponde al demandante para acreditar “la culpa médica”: 1. Debe 

establecer la conducta abstracta que de conformidad con la lex artis ad hoc 

correspondía desplegar al médico -¿Qué debió hacer?-; 2.  Debe acreditar la 

ocurrencia concreta de los actos u omisiones del médico a los que se atribuye 

el daño - ¿Qué hizo?-; 3. Debe explicar razonablemente la falta de 

correspondencia entre lo qué efectivamente hizo el médico y lo que según la 

lex artis ad hoc debió hacer -¿Qué habría hecho distinto un colega médico 

concienzudo de su misma especialidad, en caso de haberse enfrentado a un 

cuadro clínico similar?   
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Aunque en el proceso civil existe libertad probatoria, los elementos 

específicos de la responsabilidad médica parecen indicar la prueba pericial 

como el medio idóneo para su acreditación, por lo menos en línea de 

principio. Sólo un médico con un saber específico en la especialidad que 

corresponda evaluar para el caso estaría en condiciones de conceptuar si el 

actuar de otro médico ante un cuadro clínico determinado se ajustó al 

conocimiento, la técnica y los protocolos de la ciencia médica pertinentes para 

tal caso. 

 

Ahora bien, ¿qué criterios debe valorar el juez cuando las partes presentan 

dictámenes con contenido contradictorio sobre la correspondencia de un 

actuar médico en concreto respecto de la lex artis ad hoc?  

 

El Código General del Proceso establece criterios generales para la 

interpretación de la prueba -sistematicidad, sana crítica, reglas de experiencia 

art. 176-, así como reglas especiales para la apreciación de los dictámenes 

periciales- sistematicidad, calidad del informe, idoneidad del perito y 

comportamiento en la audiencia de sustentación, art. 232-.  

 

Cuando estas reglas se aplican para valorar dictámenes contradictorios sobre 

la culpa médica, para conformar su contradicción el juez debe preguntarse: ¿Se 

identifica claramente -sin ambigüedades, vaguedades, imprecisiones, 

especulaciones o contradicciones- la práctica contraria/conforme a la lex artis? 

¿Se explica con suficiencia -fáctica y científica- en qué consiste la práctica 

contraria/conforme a la lex artis? ¿Se excluye la posibilidad de explicaciones 

alternativas a la práctica contraria/conforme a la lex artis? ¿Se explica la 

práctica contraria/conforme a la lex artis atendiendo las reglas de la 

experiencia acumuladas por la ciencia médica? ¿Cuál es el grado de idoneidad 

-especialidad médica, experiencia, trayectoria académica- de los peritos para 

rendir el dictamen? ¿Sustenta su informe con solidez, claridad, exhaustividad 

y precisión en la audiencia de contradicción? 
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Con base en estos criterios y en la concordancia/discordancia que pueda 

valorar el juez entre los informes contradictorios y los demás medios 

probatorios -historia clínica, testimonios, etc.-, el juez debe justificar el peso 

que la da a las pruebas para conformar su convencimiento y motivar su 

decisión.  

 

Caso concreto:  

 

La discrepancia del apelante frente a la valoración probatoria que se realizó 

en la sentencia de primera instancia se circunscribe a la supuesta culpa médica 

que habría llevado a la muerte a la señora Murillo de Valencia. Según el actor, 

los médicos que intervinieron quirúrgicamente a la señora Murillo de Valencia 

18 de septiembre de 2008 para corregir una hernia diafragmática y el reflujo 

gastroesofágico:  

 

1. Por un lado, se habría suturado mal la herida abdominal-incisión y le 

habrían perforado el estómago durante la cirugía; ésto habría conllevado 

a una peritonitis, a la necesidad de una nueva cirugía de corrección y 

finalmente a la muerte de la paciente.  

 

2. Además, durante el postoperatorio, se habrían desatendido los signos de 

alarma de esa complicación, lo que postergó una intervención oportuna 

para tratar la complicación e insidió en el resultado fatal.  

 

Según el apelante, estos supuestos de culpa médica se probaron con la historia 

clínica (c. 1ª inst. arch. 1. cfr. fls.  91 y s.s.) y el dictamen pericial del médico 

Luís Gustavo Ríos Noreña (fls. 242 y s.s. ibídem).  

 

Lo primero que se advierte es que la historia clínica por sí misma no acredita 

una práctica médica indebida, en ningún caso. La historia clínica es una 

narración de lo que ocurrió con la paciente durante la asistencia médica, los 

síntomas que presentó, las intervenciones que se le hicieron, los que sucedió 
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durante ellas, las comprobaciones que se realizaron, entre otros. En cambio, 

la práctica indebida o culpa médica, como ya se consideró, supone confrontar 

esos sucesos con la lex artis ad hoc y explicar razonablemente como el manejo 

médico dado a la paciente resulta inadecuado a la luz de aquella.  

 

En este caso particular, el demandante afirma que en la cirugía se realizó mal 

una sutura y se perforó el estómago. Sin embargo, en la nota operatoria del 

2008/09/18 (cfr. fl. 92) de la historia clínica, se da cuenta de la corrección de 

la hernia según lo previsto. El médico especialista no reporta que se haya 

presentado ni esa ni ninguna otra complicación durante la cirugía.  

 

 

 

Por su parte, en el dictamen pericial presentado por el médico Ríos Noreña 

se transcribe la historia clínica de las páginas 1-19 del dictamen -cfr. fls. 242 -

261-. En la página 19-20 se presentan las “observaciones y conclusiones”. En 

ellas se afirma que “el origen habitual de la infección (peritonitis) es la perforación o 

necrosis del sistema gastrointestinal”. Se describen de manera general la evolución 

de la sintomatología y el tratamiento que corresponde, siempre en abstracto. 

Luego concluye así (cfr. fl. 262):  
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Obsérvese que el perito concluye que hubo un “error técnico” en el 

procedimiento quirúrgico porque con posterioridad a su práctica se produjo 

el daño físico consistente en la perforación gástrica y la consecuente 

peritonitis. Es decir, infiere la causa del daño -error en la cirugía- a partir de la 

perforación gástrica y la peritonitis que presenta la paciente posteriormente.  

 

Con base en el dictamen presentado por la parte demandante es posible 

descartar una de las hipótesis de responsabilidad que ambiguamente presenta 

el apoderado en sus alegaciones. A saber, que la perforación del estómago se 

presentó durante la intervención quirúrgica:  

 

 

Como puede observarse, ni la historia clínica, ni el informe de Ríos Noreña 

son evidencia de esa afirmación. Se insiste, el concepto de este médico es que 

un “error técnico” en la cirugía puede inferirse a partir de la posterior aparición 

de la peritonitis, mas no que ésta se presentó durante la cirugía. Esto carece 

completamente de evidencia.  
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Por otro lado, la inferencia sobre la “falla técnica” durante la cirugía no 

aparece justificada en el dictamen, ni siquiera se afirma de forma expresa cuál 

fue esa falla. En efecto, la mayor parte del informe pericial es una 

transcripción de la historia clínica. En los dos párrafos donde se plantea la 

conclusión, el perito no evalúa otras causas posibles de la perforación gástrica, 

en atención a las condiciones de la paciente -su tipo específico de patología, 

su edad, sus antecedentes médicos-. Tampoco se fundamentan las 

conclusiones en estudios clínicos similares al caso de la paciente.  El perito ni 

siquiera afirma cuál debió ser el actuar adecuado de los médicos según la lex 

artis, lo que podría evidenciar el supuesto error. Es decir, qué hubiera hecho él en 

una situación similar, cuál fue el actuar de los médicos tratantes qué se aleja de una práctica 

adecuada dentro de su especialidad. En la audiencia de sustentación estas 

ambigüedades y falta de claridades persisten.  

 

En consideración a lo anterior, esta Sala concluye que el dictamen presentado 

por la parte demandante no es exhaustivo, ni preciso, ni claro en cuanto a la 

inferencia que presenta sobre “la falla técnica” como causa de la peritonitis.  

 

Ahora bien, esta inferencia infundada del perito Ríos Noreña contraría directa 

y abiertamente el dictamen pericial allegado por la parte demandada y 

presentado por el médico especialista en cirugía general Harry Abadía 

Guzmán (cfr. fls. 480 y s.s.) Éste no sólo descarta en consonancia con la 

historia clínica que se haya perforado el estómago durante la intervención 

quirúrgica, sino que señala claramente la causa de la perforación del estómago 

de la paciente y peritonitis consecuente: a saber, la reaparición de la hernia hiatal 

-la causa de la cirugía inicial- y su estrangulación.  El perito es enfático en señalar 

que no hay ninguna evidencia de una falla médica durante la cirugía ni el 

postoperatorio, o que la reaparición de la hernia tenga su causa en la 

intervención quirúrgica.  
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Esta conclusión se sostiene con contundencia, suficiencia y claridad durante 

la audiencia. Además, concuerda con las declaraciones de los médicos 

demandados y del testigo técnico – médico cirujano tratante de la paciente- 

Jamil Vallejo. Todos reconocen que la perforación gástrica efectivamente se 

presentó, causando la peritonitis y las posteriores complicaciones que 

llevaron a la muerte a la señora Murillo de Valencia. Sin embargo, todos 

coinciden en explicar con claridad y detalle la causa de tal perforación: la 

reaparición de la hernia hiatal y su estrangulación. Todos niegan que la 

reaparición de la hernia tenga su causa en la cirugía. Afirman que se trata de 

una complicación previsible para la patología de la paciente, teniendo en 

cuenta su edad -77 años- y sus condiciones médicas particulares. 

 

Estas declaraciones concuerdan con la historia clínica. En efecto, en la 

laparotomía exploratoria realizada el 25 de septiembre de 2008, se halla una 

“una gran hernia paraesofágica con compromiso de cuerpo y estómago perforado”, con 

“peritonitis química hacia saco herniario”. 
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A diferencia del dictamen de Ríos Noreña, que infiere sin fundamentos claros 

una “falla técnica” en la cirugía a partir de la aparición posterior de la 

peritonitis, el dictamen de Abadía Guzmán y su sustentación en la audiencia 

señala de manera clara la razón de la perforación del estómago: precisamente, 

la reaparición de la hernia hiatal y su estrangulación. Aunque el primer perito 

da cuenta de esta nueva hernia perforada que apareció en el estómago de la 

paciente, no la valora para concluir sobre su inferencia de la “falla técnica” 

durante la cirugía como supuesta causa de la peritonitis.  

 

Adviértase que Ríos Noreña es un médico general retirado. Aunque su título 

de pregrado es “médico cirujano”, no es especialista en cirugía ni en ningún 

otro campo de la medicina. Abadía Guzmán, por su parte, es un especialista 

en cirugía general, con amplia experiencia en el tipo de procedimientos que 

acá se discuten.  

 

Aunque éste hecho por sí sólo no descalifica la opinión del primero como 

profesional, lo cierto es que la ley -art. 232 del CGP- si establece la necesidad 

de valorar criterios de idoneidad del perito, a la hora de asignar peso al 

dictamen. Tratándose de responsabilidad médica, resulta razonable dar un 

mayor peso a la opinión de un médico especialista con experiencia específica 

en el campo concreto de análisis, que a un médico general con experiencia en 

un campo más amplio de acción. Lo anterior, en la medida que el supuesto 

de responsabilidad médica basado en la lex artis ad hoc, supone un 
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conocimiento específico en la especialidad médica de qué se trate. ¿Qué habría 

hecho un profesional de la medicina de la misma especialidad, conocimientos y experiencia 

media ante un cuadro como el que se enfrentó el tratante? 

 

Sin embargo, en este caso la idoneidad de los peritos es sólo un elemento más 

para concluir sobre la inexistencia de una culpa médica con base en los 

dictámenes. Como ya se ha dicho, lo fundamental es que en el dictamen del 

demandante se hace una inferencia sobre una falla médica que no es clara ni 

precisa, en la medida que no se afirma expresamente y en contraste con la lex 

artis en qué consistió. Estas omisiones hacen que el dictamen tenga muy poco 

peso probatorio para atribuir responsabilidad con base en él, dados los 

supuestos probatorios de imputación.  Pero, además, resulta ser una 

inferencia falible, pues tanto la clara y expresa evidencia de la historia clínica, 

como la interpretación que hacen de ella cuatro especialistas, son 

concluyentes respecto de la reaparición de la hernia hiatal y su estrangulación 

-y no la falla técnica en la cirugía-, como causa determinante de la peritonitis 

y las posteriores complicaciones.  

 

Por último, tanto en las alegaciones de primera instancia como en la 

sustentación de la apelación, el abogado de los demandantes señala que 

durante el postoperatorio no se tuvieron en cuenta síntomas de alarma que 

hubieran permitido diagnosticar con mayor prontitud la complicación y 

actuar de manera efectiva para salvar la vida de la paciente.  

 

Sin embargo, éstas alegaciones carecen en absoluto de sustento probatorio. 

En el peritaje que se acompaña a la demanda no se indica expresamente que 

hubiese habido una indebida atención en el postoperatorio, un diagnóstico 

tardío u otro factor de culpa que incidiera en una atención inoportuna; mucho 

menos se indica cuál hubiera sido la atención adecuada según la lex artis. En 

cambio, tanto las declaraciones de los médicos demandados, como el 

dictamen pericial y la declaración del testigo técnico, son contundentes, 

específicos y exhaustivos al declarar que a cada momento del postoperatorio 
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se atendieron adecuadamente los síntomas de la paciente, quien sólo hasta el 

cuarto día presentó síntomas de alarma. 

 

En consecuencia, se confirmará la decisión de primera instancia.   

 

COSTAS 

 

Con base en lo dispuesto en el artículo 365, no se condenará en costas a la 

parte apelante por ser beneficiario de amparo de pobreza.  
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DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, Sala Primera de Decisión Civil, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley; 

 

FALLA 

 

Primero: Confirmar la sentencia de 30 de septiembre de 2021, proferida por 

el Juzgado Noveno del Circuito de Medellín en el asunto de la referencia.  

 

Segundo: Sin condena en costas.  

 

Notifíquese y cúmplase; 

 

MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

Magistrado 

 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 

Magistrado 


